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I. UNA APROXIMACION AL SIGNIFICADO DE LA ORDENACION
DEL TERRITORIO

I.A. La Ordenacion del Territorio: una respuesta global
a los problemas que plantea la utilizacion del espacio fisico

La Ordenacién del Territorio es una moderna funcién publica,
que surge tras la Segunda Postguerra Mundial, orientada a dar una
respuesta global a los problemas que plantea la utilizacién del espa-
cio fisico, es decir, a la materializacién de un determinado Modelo
Territorial. Por consiguiente, es una materia que obliga a un andlisis
interdisciplinario de la misma. Por la amplitud de sus objetivos, no
puede circunscribirse a una determinada actuacién o a una determi-
nada persona juridico-puiblica, pues todas estaran involucradas en el
logro del Modelo Territorial que se disefie. Dos puntos son claves en
esta funcién publica: la coordinacién de los factores meramente te-
rritoriales o fisicos con los econémicos y sociales; v la armonizacién
de las actuaciones de los distintos niveles de Administracién Territo-
rial, y de éstos, a su vez, con la iniciativa privada.

Por otra parte, la planificacién es la técnica juridica mas apropia-
da para la materializacién del citado Modelo Territorial. En este con-
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texto es el territorio el verdadero protagonista de toda planificacién
de ordenacién territorial, constituyendo uno de los factores mas im-
portantes para la racionalizacién de las distintas politicas publicas
que inciden sobre el mismo.

I.B. Origen, evolucién y crisis de la Funcién Publica de Ordenacion
del Territorio

Debido a la macrofinalidad que encierra la funcién puablica de
Ordenacién del Territorio, y a la pluralidad de objetos juridicos a los
que envuelve, referirse a sus origenes supone tener presente la multi-
plicidad de los mismos. En efecto, son muchas las disciplinas diver-
sas en las que podemos encontrar antecedentes de esta moderna fun-
cién publica, desde la geografia hasta la urbanistica, pasando por la
economia o la sociologia. Pero sus raices mas trascendentes se en-
cuentran en dos actuaciones publicas, el Urbanismo y la Planifica-
cién Socioeconémica de vocacién regional. Y es que la Ordenacién
del Territorio naci6 con la evidente finalidad de superar la falta de
planificacién fisica de los planes socioecondémicos, y como conse-
cuencia de la incoherencia econémica que venian mostrando los pla-
nes urbanisticos, y a su general desconexién con esa materia.

Por lo tanto, su origen se encuentra, por un lado, en la tendencia
evolutiva hacia una concepcién supramunicipal de la planificacién
urbanistica preexistente, es decir, en su mutacién hacia un superur-
banismo o urbanismo global, como funcién publica de conformacién
social general. Y, por otro, en un proceso casi simultineo de propa-
gacién por los paises occidentales de una politica econémica inter-
vencionista sustentada en la planificacién indicativa del desarrollo
econémico, especialmente orientada al desarrollo equilibrado de los
espacios regionales.

I.B.1. Antecedentes urbanisticos de la Ordenacién del Territorio.

En cuanto a los antecedentes urbanisticos de la Ordenacién del
Territorio hay que partir de una primera etapa de urbanismo de in-
traciudad que comprende la segunda mitad del siglo X1x, en la que la
ordenacién integral del espacio de trascendencia supraurbana era
inexistente. Luego se pasaria a la fase del urbanismo de extrarradio,
donde ya se podria notar el progresivo avance de las preocupaciones
por el entorno de las ciudades, en una lenta evolucién a lo largo de
toda la primera mitad del siglo xx. Se trataba de ordenar la ciudad y
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su territorio de influencia. En esta etapa, el plan adquiriria gran rele-
vancia como instrumento vertebrador de la ordenacién del territorio,
comenzando a aparecer algunas muestras de la necesidad de superar
el nivel local de ordenacién. La evolucién continuaria con una terce-
ra etapa, la del Urbanismo Comarcal o regionalismo urbanistico, que
se implanta sobre los afos treinta, y se centra mas en la zona comar-
cal que en la ciudad, con una especial preocupacién por los proble-
mas del extrarradio de las ciudades. La Ley del Suelo de 1956 supo-
ne un salto cualitativo muy importante, pues disefia un sistema inte-
gral de planes jerarquizados para una accién urbanizadora en todo
el territorio, no sélo en el interior de las ciudades. Eran los comien-
zos del que podemos denominar Urbanismo Contemporaneo, carac-
terizado por una finalidad mas amplia, al pretender la ordenacién
del espacio para adaptarlo a las exigencias sociales y econémicas de
cada momento. Pero no sera hasta la Reforma de la Ley del Suelo en
1975 cuando por primera vez se plasme en nuestro Derecho Urbanis-
tico ]a moderna concepcién de la Ordenacién del Territorio, muy co-
nectada con la idea del Estado Social o Estado de Bienestar, que se
habia venido imponiendo en el reciente constitucionalismo europeo.

Con los Planes Directores Territoriales de Coordinacién, regula-
dos en la Ley de Reforma de la Ley del Suelo de 1975, se intenta, de
manera pionera en nuestro Derecho Urbanistico, articular la impres-
cindible conexién entre la planificacién fisica o territorial y la socio-
econémica. Estos PDTC contendrian las grandes directrices que ha-
brian de orientar la ordenacién urbanistica del territorio, en el mar-
co de las previsiones de los Planes de Desarrollo Econémico y Social.
Parece claro que la Reforma de 1975 asume que sélo desde una di-
mensién regional pueden controlarse y disciplinarse todos los facto-
res dinamizadores del proceso urbanistico. Ademads, considera im-
prescindible la coordinacién interadministrativa en la materia, po-
niéndose de manifiesto la inadecuacién de las estructuras
administrativas existentes y los mecanismos de coordinacién y tutela
entonces previstos entre las distintas Administraciones implicadas.

A pesar de las buenas perspectivas iniciales, los PDTC fracasarian
estrepitosamente. En parte se debié a la absoluta descoordinacién
con la Organizacién administrativa para la Planificacién del Desa-
rrollo. También contribuiria decisivamente el exacerbado centralis-
mo imperante en el sistema de elaboracién de los mismos. Por otro
lado, la transformacién del Estado Unitario en Estado Autonémico
supuso la superacién por la evolucién sociopolitica de las previsio-
nes normativas, lo que terminé por postergar estos PDTC, que ha-
bian nacido como planes estatales centralistas. Ademas, la conexién
entre la planificacién fisica y la econémica, base de estos planes, se
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torn6é imposible desde el momento en que la segunda (sobre todo)
entré en una profunda crisis en los afios setenta.

I.B.2. La macroplanificacién socioeconémica en la génesis
de la Ordenacién del Territorio.

Sobre los antecedentes de la Ordenacién del Territorio en la Pla-
nificacién Socioeconémica, es necesario sefialar que hasta 1975,
cuando se regulan los PDTC, las tnicas férmulas de planificacién de
nivel regional o nacional llevadas a la practica eran los Planes o Pro-
gramas Econémicos. El origen de esta macroplanificacién econémi-
ca estuvo en los grandes desequilibrios interterritoriales que habian
surgido tras la etapa de desarrollismo econémico cuantitativo que se
instal6é en los paises occidentales al terminar la Segunda Guerra
Mundial. Con aquellos macroplanes socioeconémicos adoptados en
casi todos los pafses occidentales (en Espafia fueron tres Planes de
Desarrollo Social y Econémico —1963, 1969 y 1972—), junto con
otras medidas de indole econémica y social que venian adoptandose,
se pretendia indirectamente organizar el territorio, localizando los
factores de produccién de manera equilibrada, para conseguir un de-
sarrollo regional arménico. En ellos la ordenacién territorial era un
elemento mas a tener en cuenta. Mas adelante, dado el pobre balan-
ce obtenido por la macroplanificacién indicativa de la economia na-
cional, sobre todo en cuanto a sus pretendidos efectos de ordenacién
territorial, se inici6 un rapido proceso de regionalizacién de las poli-
ticas nacionales, tanto generales u horizontales como sectoriales. Asi
surgiria el regionalismo funcional, en la bisqueda de un nuevo am-
bito o nivel de planificacién o intervencién administrativa, que pu-
diera producir resultados mas 6ptimos. Eran los momentos de crea-
cién de las llamadas regiones-plan, de caracter adjetivo, de apoyo a
la macroplanificacién.

Fruto de aquel proceso de regionalizacién de la politica nacional
surgieron los primeros instrumentos de planificacién regional, los
planes econémicos regionales o planes de desarrollo regional, que,
aunque eran de indole econdmica, no carecian de una clara vocacién
ordenadora del territorio. Es igualmente necesario tener en cuenta
que en muchos paises, entre ellos el nuestro, el movimiento del re-
gionalismo funcional o adjetivo se mezcl6 en algunos momentos con
reivindicaciones de un regionalismo politico que, poco a poco, fue
también dando sus frutos, en nuestro caso con la Constitucion espa-
fola de 1978 y el nacimiento del Estado de las Autonomias.
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I.B.3. La crisis de la superplanificacion en el mundo occidental.

Todo este proceso de macroplanificacién entré en una profunda
crisis, generada fundamentalmente como consecuencia de la rece-
sién econémica causada inicialmente por la subida del precio del pe-
tréleo. Una de sus caracteristicas fue el rechazo generalizado a la
planificacién indicativa de caracter pretendidamente centralizador.
También se entablaria una fuerte critica funcionalista de la super-
planificacién, pues las técnicas de planificacién aplicadas no funcio-
paron como se esperaba en la mayoria de los casos. Otro factor agu-
dizador de la crisis fue el renacimiento de una ideologia neoliberal,
que encontré en esta forma de planificacién ciertas limitaciones in-
deseables de la libertad de iniciativa de los agentes privados. En defi-
nitiva, la crisis relegaria la politica de Desarrollo Econémico Regio-
nal v la de Ordenacién del Territorio a un plano totalmente accesorio
o secundario, por la falta de recursos, unida a la descoordinacién
imperante.

Sin embargo, en la actualidad asistimos en nuestro pais, como en
otros de nuestro entorno, a la resurreccién de la planificacién a gran
escala; fenémeno que tiene su base en el relanzamiento experimenta-
do por la Planificaciéon Econémica Regional, especialmente desde la
Unién Europea, y, en nuestro caso, en el auge adquirido por la funcién
publica de Ordenacién del Territorio, con una concepcién muy amplia
y sustentada fundamentalmente en competencias autonémicas.

1.C. La doctrina espaiiola sobre el concepto de Ordenacion
del Territorio

En cuanto a }a doctrina esparola sobre el concepto de Ordena-
cién del Territorio, no hay una postura unanime; las conexiones
econdémicas, sociales, politicas, etc., que se dan en torno a la orde-
nacién territorial son tan complejas que ello determina }as variopin-
tas posiciones doctrinales que se vienen adoptando. Consideramos,
en ese sentido, que no se pueden agrupar todas las posturas doctri-
nales simplemente en dos grandes concepciones, una amplia o fran-
cesa y otra estricta o alemana; la realidad es mas compleja que eso.
Hay que agruparlas al menos en: un primer grupo para los que la
Ordenacién del Territorio ha surgido como evolucién légica del Ur-
banismo, al producirse la superacién definitiva del nivel local de or-
denacién territorial, para pasar a un nivel regional. Un segundo gru-
po integra las posiciones doctrinales que, de una u otra forma, en-
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cuentran un elemento diferenciador en la Ordenaci6n del Territorio
frente a la ordenacién urbanistica, un plus sustancial o de fondo,
unos objetivos distintos, una nueva funcién publica que acomete la
ordenacién del espacio con unas perspectivas radicalmente novedo-
sas. Dentro de este segundo gran grupo hay tres subgrupos: 1.°) los
que consideran que la Ordenacién del Territorio supone una tras-
cendental e innovadora funcién coordinadora de todas las activida-
des con incidencia fisica sobre el territorio; 2.°) los que como dato
definidor o diferenciador de la Ordenacién del Territorio consideran
que debe consistir en una técnica de plasmacién geografica de la
planificacién econémica; y 3.°) los que han adoptado una postura
ecléctica entre los dos subgrupos anteriores, al mantener que se tra-
ta de una funcién puablica tan global que supone la coordinacién de
todas las politicas que inciden en la conformacién del espacio, in-
cluyendo entre ellas la ordenacién macroeconémica, que ocupa
para éstos un lugar especialmente destacado. Y, finalmente, en un
tercer grupo encontramos a los que consideran la Ordenacién del
Territorio como una funcién publica global, integral, antropocéntri-
ca y finalista, que tiene como objetivo la consecucién de una mejora
de la calidad de vida de todos los ciudadanos, es decir, la conforma-
cién social general.

LD. Los objetivos de la Ordenacion del Territorio

Entre los objetivos que con caracter general pueden predicarse de
la Ordenacién del Territorio podemos senalar: alcanzar el adecuado
desarrollo regional; terminar con los desequilibrios territoriales que
el crecimiento econémico espontaneo provoca inevitablemente; lle-
var a cabo una ordenacién desde un nivel mas amplio, el supralocal,
con una perspectiva mas integral de los problemas territoriales; esta-
blecer la vocacién de las distintas zonas del territorio globalmente
considerado; disefiar un completo sistema de ciudades; coordinar y
armonizar las politicas y planificaciones sectoriales con®incidencia
territorial; equilibrar el desarrollo socioeconémico con el cuidado
del medio ambiente; y, en suma, mejorar la calidad de vida.

II. LA ORDENACION DEL TERRITORIO EN EL DERECHO COMPARADO

La disparidad que presentan los distintos pafses de nuestro entor-
no sobre esta funcién publica es una realidad indiscutible, dificul-
tando enormemente la importacién de instrumentos, mecanismos o
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ideas para la resolucién de los problemas que plantea. En cada pais,
légicamente, se ha adoptado una determinada concepcién, depen-
diendo de los especificos problemas con que habia que enfrentarse.
El sistema adoptado depende en gran medida de la organizacién po-
litica del Estado y de la distribucién de las competencias en la mate-
ria entre los distintos Entes Publicos implicados. Hay tres grandes
modelos nacionales. Por un lado estan los que conciben la funcién
publica de Ordenacién del Territorio como un superurbanismo, con
vocacién eminentemente coordinadora, de caracter horizontal, como
es el caso de Alemania (Raumornung) y de los Paises Bajos, modelos
caracterizados por una nitida separacién entre los planes territoria-
les o fisicos y los de desarrollo regional. Tanto el segundo modelo, el
francés, como el tercero, el britanico, tienen en comun la existencia
de una funcién publica encaminada fundamentalmente a la adop-
cién de un conjunto de medidas de ayuda al desarrollo econémico
regional y local. En el caso francés, I"Aménagément du Territoire se ha
venido definiendo como la proyeccién geografica de la planificacién
econdémica. Aunque es importante apuntar que la reciente Ley de Or-
denacién y Desarrollo del Territorio, de 4 de febrero de 1995, ha
marcado un giro decisivo en esta concepcién, pues en ella han termi-
nado convergiendo los caminos paralelos de I'Amiénagément du Terri-
toire y de la descentralizacién, desarrollandose de manera intensa la
cooperacion y colaboracién entre las distintas colectividades territo-
riales, de lo que resultan algunas férmulas funcionales u organizati-
vas previstas, ciertamente interesantes para nuestro sistema de Orde-
nacién del Territorio.

El tercer modelo, el Urban and Regional Planning britanico, viene
mostrando una estrecha conexién con la reforma de la Administra-
cién Local inglesa, que lo ha matizado enormemente. En el mismo
es muy destacable la politica de localizacién industrial y la de des-
congestion de las grandes dreas metropolitanas. Un sistema cercano
al Regional Planning britanico se ha adoptado en los EE.UU. y Cana-
da, pero en tales paises la proteccién del medio ambiente se ha con-
vertido en el factor determinante de toda su politica de uso del terri-
torio. Frente a los tres modelos o sistemas citados, el italiano supone
una integracién de la concepcién germana y de la francesa, muy cer-
cano al espafiol, apareciendo fuertemente condicionado por la distri-
bucién de competencias entre el Estado y las Regiones, y por el pa-
pel que debe respetarse a las Corporaciones Locales. En el mismo se
impone la necesidad de Acuerdos Interadministrativos.
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ITI. LA ORDENACION DEL TERRITORIO EN LAS INSTITUCIONES EURQOPEAS

Hasta el momento, no se ha otorgado en el Derecho Comunitario
Originario ninguna competencia integral o genérica a la Unién Euro-
pea para la planificacién u ordenacién del territorio. Sin embargo, es
posible encontrar otros titulos competenciales a través de los cuales
la Unién Europea puede incidir de manera trascendente en dicha
materia, como son fundamentalmente: la competencia sobre redes
transeuropeas, la competencia comunitaria para la politica de Cohe-
sién Econémica y Social, y la competencia en materia de medio am-
biente. La inexistencia de una competencia de Ordenacién del Terri-
torio a nivel europeo no significa que no fuera deseable que existie-
ra; de hecho, parece probable que se introduzca alguna previsién al
respecto en préximas modificaciones del Tratado de la Unién Euro-
pea, en base a la gran variedad de cuestiones que por su naturaleza
requieren respuestas transfronterizas o trasnacionales, y cuyo nime-
ro se va incrementando al mismo ritmo que avanza el proceso de in-
tegracién europea.

IV. LA ORDENACION DEL TERRITORIO EN LA CONSTITUCION ESPANOLA

IV.A. La constitucionalizacion de la Funcion Piiblica de Ordenacion
del Territorio

En la Constitucién espafiola de 1978 no se define el concepto de
Ordenaci6n del Territorio. Pero, al menos, su mencién en el articulo
148.1.3.° CE ha supuesto la consagracién de la Ordenacién del Terri-
torio como una funcién publica independiente y auténoma; aunque,
como simple materia sobre la que las Comunidades Auténomas pue-
den asumir competencias, la Ordenacién del Territorio ha sido asu-
mida por la Carta Magna en su acepcién mas estricta al aparecer
desligada de toda una serie de materias de indudable trascendencia
territorial, destacando, sobre todo, su disgregacién definitiva de la
planificacién econémica. En realidad, es necesario distinguir entre
la Funcién Publica de Ordenacién del Territorio, por un lado, y, por
otro, los distintos titulos competenciales en los que ésta se articula
para ser distribuida entre los diferentes Entes Territoriales del Esta-
do Compuesto. En ese sentido, resulta imprescindible reconstruir el
concepto de Ordenacion del Territorio inmanente en la Constitucién,
practicarle una cirugia reparadora, sobre la base de una serie de prin-
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cipios constitucionales de orden territorial, los cuales permiten una
interpretacién amplia e integradora de esta funcién publica, dedu-
ciéndose de ellos un modelo constitucional de ordenacién territorial.

IV.B. Posibilidades de encauzar la amplia Politica de Ordenacioén
del Territorio

Para encauzar esta imprescindible y amplia Politica de Ordena-
cién del Territorio algunas posibilidades sobresalientes, entre otras,
son: 1.*) Abordar la aprobacién de una Ley de Armonizacién (art.
150.3 CE), que podria denominarse Ley de Armonizacién de la Poli-
tica de Ordenacién del Territorio, facultad que hay que interpretar
restrictivamente, y limitarla a aquellos principios de imprescindible
observancia para evitar perjuicios importantes para el interés gene-
ral. 2.%) Otra posibilidad seria que el legislador estatal dictara una
Ley Marco (art. 150.1 CE) sobre las materias de su competencia que
inciden en la conformacién del territorio, de tal manera que, con
posterioridad, las Comunidades Auténomas podrian dictar normas
en materia de Ordenacidn del Territorio mas amplias, que abordasen
en todos sus aspectos esta amplia funcién puablica. 3.%) Otra intere-
sante opcién seria aprobar una Ley-Plan de la Actividad Econémica
General, segun las previsiones del articulo 131 CE, posibilidad que
aan permanece inédita, y en la cual podrian contenerse importiantes
precisiones, criterios, determinaciones y condicionamientos para
una Politica Nacional de Ordenacién del Territorio.

IV.C. Las bases constitucionales de la ordenacion territorial

Todas las funciones publicas encomendadas a los distintos pode-
res publicos estan orientadas de manera finalista al cumplimiento de
unos valores superiores comunes que recoge la Constitucién. En el
Texto Constitucional habremos de encontrar, pues, el fundamento ql-
timo para cualquier actividad de tales poderes publicos. En concre-
to, respecto a la funcién piblica de Ordenacién del Territorio hay
que tener especialmente presentes: el principio de interdiccién de la
arbitrariedad de los poderes piiblicos; el derecho a la igualdad; el de-
recho de propiedad privada; el derecho a la libertad de empresa; la
calidad de vida como valor juridico constitucionalmente reconocido;
el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado; la obligacién
de los poderes publicos de promover las condiciones favorables para
el progreso social y econémico y para la mas equitativa distribucién
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de la renta regional y personal; el derecho a una vivienda digna; la
obligacién de los poderes publicos de garantizar y promover la con-
servacién y el enriquecimiento del patrimonio histérico, cultural y
artistico; el respeto de la Autonomia Regional y de la Autonomia Lo-
cal; el principio de uniformidad de las condiciones de vida; el princi-
pio de solidaridad, y el principio de unidad del Estado, este ultimo
con tres facetas a destacar: la de unidad politica, la unidad de merca-
do o econémica, y la unidad del Sistema Administrativo, es decir,
unidad y continuidad de la Organizacién Administrativa.

IV.D. Elreparto constitucional de las competencias conformadoras
del territorio

IV.D.1. La incidencia de la implantacion del Estado
de las Autonomias en la Ordenacion del Territorio.

La puesta en marcha del Estado de las Autonomias dificulta
enormemente la posibilidad de llevar a cabo una planificacién de or-
denacidn del territorio integral, de amplios objetivos, con instrumen-
tos homodlogos y plenamente compatibles. Esta dificultad reside en
que la toma de decisiones sobre la Politica de Ordenacién Territorial
se produce en diferentes niveles territoriales al mismo tiempo. El
adecuado equilibrio entre las Autonomias Territoriales y la Unidad
del Sistema debe alcanzarse a través de férmulas de coordinacién y
cooperacién abiertas y flexibles. En el nuevo Estado de las Autono-
mias estd impedida la existencia de relaciones piramidales basadas
en la jerarquia de los planes entre si, siendo necesario evolucionar
hacia la implantacién de relaciones articulares entre los distintos
instrumentos de planeamiento, especialmente cuando se enfrentan
planes territoriales integrales con planes sectoriales de incidencia so-
bre el territorio. '

IV.D.2. Un nuevo intento de clasificacién de las competencias
atribuidas por la Constitucidn al Estado
v a las Comunidades Auténomas.

El reparto constitucional de competencias es una cuestién clave,
pues del mismo dependera la efectiva cuota de poder que detentara
cada Ente Territorial, suponiendo por tanto la materializacién del re-
conocimiento constitucional de los distintos tramos de autonomia
politica. En este sentido es fundamental tener presente en todo mo-
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mento e] capital principio de la igualdad formal de todas las compe-
tencias, con lo que ninguin poder constituido podré tener atribuida la
competencia de la competencia. En cuanto a la clasificacién de las
distintas competencias por razén de su contenido hay que diferen-
ciar entre competencias exclusivas plenas, competencias exclusivas
relativas y, por otro lado, las competencias concurrentes; teniendo en
cuenta que las competencias exclusivas relativas seran al mismo
tiempo concurrentes. La concurrencia entre competencias podra tra-
tarse de concurrencia originaria, en cuyo caso estaremos ante com-
petencias compartidas (que seran competencias legislativas compar-
tidas o competencias sobre materias compartidas), o de concurren-
cia practica o funcional (que podra consistir en concurrencia
espacial o fisica, o en concurrencia material).

IV.D.3. Abuso en la atribucién de competencias exclusivas
a las Comunidades Auténomas.

Se ha producido un claro abuso en la atribucién de competencias
exclusivas a las Comunidades Auténomas. En efecto, las dificultades
del reparto competencial nacen, en gran parte, de la avidez de los Es-
tatutos de Autonomia, que han llegado a calificar de exclusivas com-
petencias que no lo son en sentido estricto. Se ha creido errénea-
mente que la Gnica forma de asegurar la Autonomia Regional era po-
tenciar la exclusividad en el ejercicio de determinadas competencias,
cuando, en la actualidad, por el contrario, se observa en casi todos
los paises, sefialadamente en los federales, una tendencia hacia la
cooperacién, la colaboracién y la participacién en toma de decisio-
nes. En gran parte, el abuso ha estado motivado por la problematica
flexibilidad que presentan los listados de materias de los articulos
148.1 y 145.1 CE, que ha obligado a una constante labor interpretati-
va mediante la que podriamos denominar una Jurisprudencia Cons-
titucional Pretoriana. Frente a la exclusividad, la concurrencia com-
petencial es ineludible, siendo asi que tal concurrencia, lejos de su-
poner un peligroso vacio, es sana y necesaria en un Sistema de
Autonomias Integradas. No puede solventarse nunca mediante ]a to-
tal negacién de unas competencias a favor de otras, el ejercicio de
una competencia propia nunca puede impedir a otra Entidad hacer
efectivas las suyas, y tampoco puede darsele un valor absoluto al cri-
terio de la prevalencia de la competencia especifica sobre la méas ge-
nérica, pues en ocasiones no prevalecera el titulo mas especifico sino
el mas relevante en el supuesto, y el méas respetuoso con el resto de
las competencias administrativas.
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IV.D.4. La Ordenacion del Territorio como competencia
autondmica pretendidamente exclusiva.

Todos los Estatutos han asumido la competencia sobre ordena-
cién del territorio calificindola como de exclusiva, término que se ha
utilizado en este y en otros muchos supuestos con un sentido marca-
damente equivoco, siendo asi que la calificacién juridica y el alcance
de las competencias no pueden derivarse tinicamente de la lectura
aislada de la denominacién que reciben en los textos estatutarios,
sino de una interpretacién sistemaitica de todo el Bloque de la Cons-
titucionalidad. Debido a la imposibilidad de un desapoderamiento al
Estado de sus competencias desde la competencia autonémica de or-
denacién del territorio, esta Gltima es en realidad una competencia
concurrente (exclusividad relativa), teniendo en cuenta especialmen-
te aquellas competencias estatales de clara incidencia territorial
(directa o indirecta). El punto clave estd en comprender que la exclu-
sividad relativa y la concurrencia practica o funcional son perfecta-
mente compatibles, tanto para el caso de que se trate de concurren-
cia fisica como para el de concurrencia material. En realidad, ni si-
quiera las competencias exclusivas absolutas son ilimitadas, pues no
pueden convertirse en compartimentos estancos, cuando menos las
relativas o concurrentes. En definitiva, se ha roto el binomio entre
exclusividad y monopolio, es decir, la competencia exclusiva no es
soberana.

El problema de la competencia autonémica sobre ordenacién del
territorio parte de que hubiera sido mas conveniente reconocer al
Estado en la Constitucién cierta competencia en la materia, pudien-
do haberse empleado para ello el sistema de bases mds desarrollo u
otro similar; de hecho, alguna propuesta hubo al respecto en el pro-
ceso de elaboracion del Texto Constitucional.

IV.D.5. La indispensable articulacion de las competencias
estatales con incidencia en el territorio
y la competencia autondémica de ordenacidn del territorio:
el intento de una ley coordinadora.

Es imprescindible la articulacién de las competencias estatales de
incidencia territorial con la competencia autonémica de ordenacién
del territorio. Para ello debe ponerse fin con urgencia al periodo de
paralizacién de la actividad normativa del Estado sobre relaciones
interadministrativas en materia de ordenacién territorial que se ini-
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ci6 tras el fracasado Proyecto de LOAPA en 1982, debiendo dictarse
una Ley General de Coordinacién de la Actividad Administrativa so-
bre el Territorio (o una Ley general de relaciones interadministrati-
vas), pues una cuestién tan trascendental no puede afrontarse des-
coordinadamente, como hasta ahora ha venido ocurriendo, desde las
distintas leyes sectoriales del Estado de desarrollo de sus competen-
cias de incidencia territorial y desde las distintas leyes autonémicas
de Ordenacién del Territorio, en la medida de sus posibilidades.

La articulacién de las competencias de trascendencia territorial
ha de encontrar su solucién en técnicas concretas que permitan ma-
terializar el deber general de colaboracién interadministrativa, de
caracter tanto cooperativo como coordinador. Para ello es funda-
mental realizar una lectura participativa de la autonomia politica, ci-
mentando tales técnicas en el principio de unidad y continuidad de
la Organizacién Administrativa, y en el principio no escrito de leal-
tad al Sistema de la Constitucién. Ademas, estas técnicas coordina-
doras, de gran trascendencia en la articulacién de todas las compe-
tencias en general, cobran especial importancia en el campo de la ac-
cién territorial, donde se da la concurrencia de tantos titulos
competenciales.

IV.D.6. La cldusula de prevalencia del Derecho estatal
del articulo 149.3 de la Constitucién como norma de conflicto.

Con la calificacién como exclusiva de la competencia autonémica
de ordenacién del territorio se trata, entre otras cosas, de evitar la
aplicacién del principio de prevalencia del Derecho estatal sobre el
autonémico en caso de conflicto (establecido en el art. 149.3 CE). No
podemos estar a la calificacién puramente nominal estatutaria de las
competencias para decidir sobre la aplicabilidad de la regla de la
prevalencia del Derecho estatal en caso de conflicto. La Constitucién
s6lo pretende que las atribuciones competenciales que realmente su-
pongan una excluyente intervencién de las Comunidades Auténomas
en una determinada materia impidan la aplicacién de dicha clausula
de prevalencia del Derecho estatal. Por consiguiente, tratdndose de
competencias ciertamente exclusivas, aunque sean concurrentes (ex-
clusividad relativa), como es el supuesto de la competencia autoné-
mica de ordenacién del territorio, en caso de conflicto no podra apli-
carse la citada clausula. Por el contrario, si se trata de competencias
compartidas, aunque formalmente se denominen como exclusivas, si
sera posible la aplicacién de la misma en caso de conflicto.
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IV.D.7. Laregla de determinacién de la competencia concurrente
preferente: cldusula de cierre de preferencia
de la competencia estatal.

Para resolver las colisiones entre competencias exclusivas concu-
rrentes, como la competencia autonémica de Ordenacion del Territo-
rio, habra que estar a la determinacién de la competencia concu-
rrente preferente, en virtud del deslinde de sus respectivos dmbitos
de actuacién, para lo cual habra que realizar una adecuada pondera-
ci6én de los intereses en presencia y, posteriormente, adoptar la solu-
cién que resulte mas respetuosa para todas las competencias impli-
cadas, que, segin los casos, podra ser la estatal o la autonémica.

La colisién entre competencias no puede resolverse de manera
simplista optando por la prelacién total de alguno de los titulos com-
petenciales, porque no lo ha previsto asi la Constitucién. En efecto,
los conflictos de competencias no pueden resolverse de manera ge-
nérica, v a priori, a favor de una u otra, pues ello vulneraria el princi-
pio de igualdad formal de todas ellas. Hay que partir siempre de los
términos concretos del conflicto, pues de ellos dependera qué titulo
competencial se aplica con preferencia en cada caso concreto.

Unicamente si, in extremis, las actuaciones estatales y autonémi-
cas resultan irreconciliables, porque para ninguna exista otra alter-
nativa viable a la pretendida {conflicto perfecto), entonces se decla-
rara la primacia de la competencia estatal sobre la autonémica, pero
no en virtud de la cldusula de prevalencia del articulo 149.3 CE, sino
en base a una interpretacién conjunta del Texto Constitucional, te-
niendo en cuenta el principio de busqueda del interés general, y el
hecho de que por principio, segiin el sistema constitucionalmente
previsto para el reparto de las competencias, todo titulo competen-
cial autonémico tendra siempre un limite infranqueable en las com-
petencias estatales del articulo 149.1 CE (clausula de cierre de prefe-
rencia de la competencia estatal).

IV.D.8. Un dmbito material propio para la competencia
de Ordenacién del Territorio.

La competencia autonémica de Ordenacién del Territorio es una
competencia de caracter horizontal que tiene un contenido propio y
diferenciado del resto de las competencias autonémicas y estatales, y
no se reduce a una suma ordenada de las competencias autonémicas
de incidencia territorial. En su contenido se incluiran todo tipo de
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previsiones tendentes a: la definicién de los usos racionales del sue-
lo; proporcionar las grandes magnitudes de la estructura del suelo;
armonizar los impactos territoriales de las politicas sectoriales; arti-
cular territorialmente la programacién econémica; la gestién res-
ponsable de los recursos naturales y la proteccién del medio ambien-
te; la correccién de los efectos producidos por el incontrolado creci-
miento urbano-industrial; y la regulacién y organizacién de la
gestion de la Ordenacién del Territorio.

V. EVOLUCION POSTCONSTITUCIONAL DE LA ORDENACION
DEL TERRITORIO

V.A.  Las competencias estatales con trascendencia territorial:
cexiste una auténtica competencia estatal de Ordenacién
del Territorio?

El Estado, a través de las competencias que tiene asignadas, de
caracter tanto horizontal como sectorial o vertical, puede llevar a
cabo una importante Politica Nacional de Ordenacién Territorial.
Efectivamente, existe una atribucién competencial al Estado condu-
cente a la satisfaccién de los intereses nacionales territoriales, con lo
que en base a ellos se puede llegar a establecer determinaciones que
condicionen los Planes Autonémicos de Ordenacién del Territorio.
Es légico que una funcién publica de tanto alcance como ésta no
pueda quedar del todo ajena a la intervencién del Estado. En ese
sentido, muchas de las competencias estatales tienen reconocida im-
plicitamente una dimensién espacial innegable, que ha de ser respe-
tada por la actividad de las Comunidades Auténomas, aunque dicha
dimensién esté, evidentemente, limitada al objeto de cada competen-
cia. No estamos de acuerdo, por lo tanto, con la doctrina de la STC
61/1997, de 20 de marzo, relativa al TRLS de 1992, que parece consi-
derar inadmisible cualquier actuacién estatal de planificacién que
condicione la politica territorial de las Comunidades Auténomas.
Consideramos que esta doctrina tan estricta respecto de las posibili-
dades de intervencién del Estado en materia urbanistica no es tras-
plantable a la materia de Ordenacién del Territorio, pues el Estado
tiene muchas posibilidades de intervencién en tan amplia funcién
publica.
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V.A.1. Eldesarrollo postconstitucional de los titulos estatales
sectoriales de trascendencia territorial.

Desde la promulgacién de la Constitucién de 1978, el legislador
estatal ha ido tomando conciencia de la gran trascendencia que han
de tener algunas de sus competencias en materias sectoriales sobre
la Ordenacién del Territorio. Entre las Leyes estatales postconstitu-
cionales que se han dictado en desarrollo de tales titulos competen-
ciales del Estado de caracter sectorial de gran afeccién para el terri-
torio destacan: la legislacién estatal postconstitucional sobre infraes-
tructuras de comunicacién terrestre (carreteras, ferrocarriles...); la
legislacion estatal sobre aguas; la relativa al Patrimonio Histérico-
Artistico; la referente a las Costas; la de Puertos del Estado; y la que
regula el transporte de energia (sistema eléctrico nacional, sector de
combustibles...) y las telecomunicaciones.

En cuanto a las competencias que se refieren a bienes de dominio
publico de titularidad estatal, no hay que olvidar que la naturaleza
demanial no sustrae a la porcién de territorio de que se trate de las
competencias que sobre ese ambito fisico puedan corresponder a
otros Entes Puablicos que no ostenten dicha titularidad. Por lo tanto,
las facultades del Estado respecto del dominio publico del que es ti-
tular se refieren exclusivamente a la declaracién, proteccion y ges-
tion del mismo, y no a otras funciones publicas, como puede ser la
de Ordenacién del Territorio.

V.A.2. Eldesarrollo postconstitucional de los titulos estatales
de cardcter horizontal o transversal de incidencia territorial.

Ademas de algunos titulos competenciales sectoriales de inciden-
cia territorial, el Estado también dispone de tres competencias de ca-
racter horizontal o transversal de gran trascendencia sobre la Orde-
nacién del Territorio. Se trata de titulos competenciales caracteriza-
dos por una gran vis expansiva, con lo que desde ellos se puede
llegar a condicionar de manera muy importante la politica territorial
autondémica. Estos son: la competencia exclusiva del Estado para la
regulacion de las condiciones basicas que garanticen la igualdad de
todos los espaiioles en el ejercicio de los derechos y en el cumpli-
miento de los deberes constitucionales (art. 149.1.1.% CE); la compe-
tencia sobre bases y coordinacién de la planificacién general de la
actividad econémica (art. 149.1.13.* CE); y el titulo relativo a la pro-
teccién del medio ambiente (art. 149.1.23.2).
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a) La competencia estatal del articulo 149.1.1.° CE en relacion
al derecho de propiedad.

No puede caerse en el error de, a través de este titulo competencial,
convertir al legislador estatal en un legislador basico sobre el estatuto
juridico de la propiedad del suelo. La normacién de un derecho o de-
ber constitucional por la via de este articulo 149.1.1.% est4 limitada, no
puede consistir en el régimen juridico completo o acabado del mismo;
no puede entenderse como un titulo horizontal capaz de introducirse
en cualquier materia o sector por el mero hecho de que pudieran ser
reconducibles, aunque sea remotamente, hacia un derecho o deber
constitucional. Adema4s, tampoco es admisible, desde las determina-
ciones que se establezcan en base a la dicha competencia estatal, pre-
determinar el modelo territorial que han de disefar las Comunidades
Auténomas, predefinir las técnicas o instrumentos para hacerlo efecti-
vo, ni preestablecer auténticas estrategias territoriales. Sin embargo, a
pesar de todas estas limitaciones, el Estado, en base a este titulo com-
petencial, y con relacién sobre todo al derecho de propiedad del suelo,
puede imponer importantes condicionamientos a la competencia
autonémica de ordenacién del territorio y urbanismo, asi lo ha enten-
dido en la nueva Ley Estatal del Suelo, Ley 6/1998, de 13 de abril.

b) La competencia estatal en materia de planificacién econdémica
y la Ordenacién del Territorio.

Esta competencia ha sido interpretada de manera tan laxa por el
Tribunal Constitucional que ni siquiera el caracter exclusivo de una
competencia autonémica, como la de Ordenacién del Territorio, se
considera limite infranqueable a toda intervencién estatal de indole
econdémica. Por mucho que se limite su ejercicio a lo estrictamente
indispensable para promover y mantener el orden econémico nacio-
nal, no se podra impedir que la planificacién econémica estatal inci-
da de manera muy importante en la competencia autonémica de Or-
denacién del Territorio. Es admisible, pues, que el Estado, a través
del articulo 149.1.13.2 CE, establezca fé6rmulas de coordinacién eco-
némica y adopte decisiones macroeconémicas que condicionen la
estrategia territorial de las Comunidades Auténomas, debido a la
gran repercusion que ésta ha de tener sobre la economia en general.
Sin embargo, habra que restringir al maximo dicha imprescindible
dimensién territorial de la competencia econémica estatal. Asi, la
planificaciéon econémica estatal sélo podra imponer condicionantes
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o directrices territoriales cuando sea verdaderamente la tnica alter-
nativa vélida para alcanzar los objetivos de la politica econémica es-
tatal. En ese sentido, con base en el articulo 131 CE, en conexién con
el 149.1.13.% seria posible una Ley-Plan aprobado por el Estado,
para coordinar las intervenciones sobre el territorio de gran trascen-
dencia para la economia.

c) La trascendencia territorial de la competencia estatal
en materia de medio ambiente.

En cuanto a la competencia compartida de proteccién del medio
ambiente, el Estado no podr4, al socaire de la misma, mermar las dis-
tintas competencias autonémicas e invadirlas mas alla de lo basico.
A pesar de lo cual, seria admisible incluso que la Administracién Ge-
neral del Estado elaborara un Plan Nacional para la Ordenacién de los
Recursos Naturales. Lo cual no supone, en absoluto, que, como se ha
mantenido en algiin caso, en materia de proteccién del medio ambien-
te el deber estatal de dejar un margen de desarrollo de la legislacion
basica a las Comunidades Auténomas es menor que en otros Ambitos;
no hay ningin argumento sé6lido de fondo para mantener ese criterio.

Acerca de la vis expansiva de esta competencia medioambiental,
debido a su caracter transversal, no se puede encuadrar en esta ma-
teria cualquier tipo de actividad relativa a los recursos naturales,
sino sélo la que directamente tienda a su preservacién, conservacion
o mejora, pues los recursos naturales son soportes fisicos de una plu-
ralidad de actuaciones publicas y privadas en relacién a las cuales la
Constitucién y los Estatutos han atribuido diversas competencias,
entre ellas la de Ordenacién del Territorio. Por otra parte, la protec-
cién del medio ambiente no sélo es una concreta funcién publica
compartida por las distintas Administraciones Publicas; también es
un principio rector que habra de informar la actuacién de los pode-
res publicos en todo momento. En ese sentido, la Politica de Ordena-
cién del Territorio se ha convertido en uno de los instrumentos clave
para la proteccién del medio ambiente, habiéndose asistido a una
progresiva incorporacién de factores ambientales en la planificacién
territorial. En consecuencia, no puede entenderse ajena a los Planes
de Ordenacién del Territorio la finalidad de preservar el medio am-
biente 0 determinados ecosistemas. Tales Planes podran incidir en
aspectos medioambientales siempre que busquen la finalidad de pre-
servarlo a través de técnicas tipicamente de planificacién territorial,
las cuales no pueden ser utilizadas desde los titulos competenciales
sobre medio ambiente.
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V.B. La inexistencia de una facultad verdaderamente auténoma
de localizacioén en las competencias estatales de incidencia
territorial

V.B.1. La posibilidad de una planificacién territorial estatal para
el ejercicio de sus competencias sectoriales.

No cabe negar la legitimidad del Estado para planificar territo-
rialmente el ejercicio de sus competencias sectoriales haciendo uso,
para ello, de los instrumentos que estime como mas idéneos, que po-
dran ser parciales, referidos a algin sector concreto, 0 comunes a va-
rios de ellos (Plan Nacional de Infraestructuras). En este sentido se
ha expresado la STC 61/1997, de 20 de marzo. El Estado puede, de
esta forma, condicionar las competencias autondémicas, aunque de-
bera ceiiirse a lo estrictamente necesario en cuanto a sus decisiones
espaciales, es decir, a lo indispensable para la satisfaccién de los ob-
jetivos que les son propios. Lo que no puede el Estado en modo algu-
no es, por esta via mas o menos indirecta, predeterminar un deter-
minado modelo de ordenacién territorial y urbanistica, pues éste le
corresponde decidirlo a las Comunidades Auténomas, por designio
constitucional.

V.B.2. La necesaria superacién del arcaico mecanismo
de articulacion interadministrativa previsto
en el articulo 244 del TRLS de 1992.

El mecanismo del articulo 244.2 del TRLS de 1992, que permane-
ce vigente tras la STC 61/1997 y que tampoco ha derogado ni refor-
mado la Ley 6/1998, de 13 de abril, fue declarado constitucional por
la STC 56/1986. El mismo, no supone, en modo alguno, una libertad
absoluta de la Administracién General del Estado para la realizacién
de actuaciones de incidencia territorial, pues, para empezar, tan sélo
seria posible hacer uso de él in extremis, en caso de urgencia o excep-
cional interés publico, y cuando tnicamente acudiendo al mismo
fuese posible el ejercicio de las competencias estatales sectoriales
implicadas, lo que exige una ponderacién previa de las posibles al-
ternativas con las que se cuenta.

Pero, ademas, este articulo 244.2 (anterior art. 180.2 TRLS de
1976) resulta insuficiente como instrumento de ejecucién de actua-
ciones estatales territorialmente disconformes con las previsiones de
la ordenacién territorial y urbanistica, e inadecuado para nuestro
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Sistema de Administraciones Publicas, y para los principios en los
que se sustenta. Efectivamente, el articulo 244.2 sélo esta pensado
para instrumentar la ejecucién de actuaciones estatales singulares de
caricter sectorial disconformes con el planeamiento urbanistico, no
abarcando aquellas que se opongan a la planificacién autonémica de
ordenacién del territorio (consideramos que no es trasladable a este
caso), pues supondria una vulneracién, al menos potencial, del am-
bito competencial autonémico. En todo caso, se trata de un mecanis-
mo quirirgico y traumaético, anclado en el Estado centralista pre-
constitucional, en exceso genérico y contrario a principios bésicos
para nuestro Estado Compuesto como los de solidaridad, colabora-
cién, cooperacién y coordinacién.

Su reforma es, pues, urgente, ya que no es éste el tipo de instru-
mentos de coordinacién que la Constitucién reclama implicitamente
para articular su Sistema de Administraciones.

V.B.3. La Autonomia Local y la Regional como limites
de la dimension territorial de las competencias estatales.

El respeto a la dimensién territorial de las competencias estatales
no estd en erradicar el mecanismo de las licencias municipales para
las grandes obras puablicas en manos del Estado, como viene mante-
niendo el TS, pues el simple hecho de calificar una obra de interés
general no puede dar lugar a un desapoderamiento automatico de
las competencias locales, ya que con ellas se afecta también a los in-
tereses que les son propios.

Por otra parte, sea el tipo de actuacién estatal territorial que sea,
siempre habra de respetarse la competencia autonémica de Ordena-
cién del Territorio y, evidentemente, los instrumentos de planeamiento
en los que ésta se desarrolle. Tras la Constitucién de 1978, las Comuni-
dades Auténomas estan llamadas a constituirse en los Entes-eje de to-
das las decisiones sobre localizacién territorial. No tiene, pues, el Esta-
do una facultad verdaderamente auténoma de localizacion de las obras e
instalaciones relativas a sus competencias de trascendencia territorial.
Las Comunidades Auténomas tendran el protagonismo en dicha locali-
zacién, siendo una posibilidad la regulacién de una Licencia de Orde-
nacién Territorial (o Informe de No Contradiccién) para las grandes
obras publicas competencia del Estado, que le corresponderia otorgar
a las Comunidades Auténomas, aunque, eso si, sobre la base de un Pla-
neamiento Autonémico de Ordenacién del Territorio debidamente co-
ordinado con las competencias estatales, y respetuoso con la que he-
mos denominado dimensién espacial de dichos titulos competenciales.
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V.C. Las posibilidades de armonizacion de las competencias
administrativas de incidencia territorial

Con relacién a la colaboracién, cooperacién y coordinacién entre
las competencias de trascendencia territorial, a la que nos venimos
refiriendo, la regulacién de los mecanismos o instrumentos impres-
cindibles para sustanciar las relaciones interadministrativas en ma-
teria de Ordenacién del Territorio no es competencia tinicamente de
las Comunidades Auténomas; por el contrario, el Estado tiene gran
peso en dicha regulacién, en base a su amplia competencia para dic-
tar las bases del Régimen Juridico de las Administraciones Publicas,
y a otros multiples titulos competenciales de trascendencia territo-
rial que ya hemos destacado.

V.C.1. La insuficiencia de los instrumentos estatales sectoriales
de coordinacion territorial.

Hasta ahora, el Estado se ha limitado a regular mecanismos de
coordinacién especificos en sus distintas leves sectoriales, los cuales,
ademas, se han dirigido a asegurar la supremacia de las determina-
ciones sectoriales que les incumben sobre cualquier otro instrumen-
to de ordenacién territorial. Se trata, en general, de mecanismos ina-
propiados, primarios y rudimentarios, igualmente anclados en el Es-
tado centralista, que pretenden coordinar descoordinando,
imponiendo unilateralmente las decisiones territoriales estatales de
indole sectorial sobre las autonémicas integrales. Siendo asi que no
pueden permitirse decisiones unilaterales en supuestos de concu-
rrencia competencial.

V.C.2. La imperiosa necesidad de instrumentos generales
de convergencia de las competencias administrativas
de trascendencia territorial.

Es necesaria una regulacién general de las relaciones interadmi-
nistrativas, al menos a nivel de la funcién piblica de Ordenacién del
Territorio, que permita el ejercicio de las distintas competencias de
manera efectiva, eficaz y coordinada. Hace falta establecer un marco
general de referencia, para evitar que continude adelante el sistema de
que cada Ley sectorial acufie sus propios instrumentos de coordina-
cién. Ademas, existe un gran vacio normativo en cuanto a los meca-
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nismos que permitan dar cumplimiento a la dimensién positiva del
deber general de colaboracién, un gran déficit de instrumentos de
convergencia de las competencias administrativas, muy especial-
mente en materia de ordenacién del territorio. Faltan instrumentos
de coordinacién entre el planeamiento sectorial de incidencia terri-
torial y el planeamiento territorial integral.

V.C.3. Posibilidades procedimentales para la coordinacién
y armonizacion de las competencias planificadoras sobre
el territorio.

Es necesario asegurar la ponderacién de todos los intereses pu-
blicos en presencia y la busqueda de la solucién que los armonice y
compagine en la medida que sea posible. Para ello, uno de los aspec-
tos clave seria la imprescindible regulacién de un Procedimiento Ge-
neral de Coordinacién y Armonizacién de las Competencias Admi-
nistrativas de Conformacion Territorial, que habrian de utilizar to-
das las Administraciones Publicas para la elaboracién de cualquier
plan de incidencia territorial o proyecto singular de trascendencia
sobre el territorio. Dicho procedimiento, a grandes rasgos, deberia
contar con una primera fase armonizadora o de coordinacién que,
tras los pertinentes informes reciprocos de coherencia territorial,
terminaria en un proceso de negociacién interadministrativa, en el
que se haria uso de todas las técnicas de cooperacién o colaboracién
voluntaria, pudiendo tratarse tanto de técnicas organizativas como
funcionales. A continuacién, si fuese necesario, se entraria en una
segunda fase no negociada de resolucién de conflictos, en la que Or-
ganos Neutros o Arbitrales se encargarian de la resolucién objetiva
de los mismos, determinando la decisién territorial que deba preva-
lecer, en base a unas reglas de composicién de intereses que habria
que objetivar en la legislacion, sobre la base de dar preferencia a la
decisién que mas respetuosa resulte para las competencias adminis-
trativas ajenas, primando, en la medida de lo posible, las decisiones
territoriales adoptadas por las Comunidades Auténomas en el ejerci-
cio de sus competencias de Ordenacién del Territorio.

V.D. La Autonomia Local y la Ordenacién del Territorio:
el respeto a las competencias urbanisticas locales

En relacién a las competencias de conformacién espacial de las
Corporaciones Locales, la legislacién del Estado y de las Comunida-
.
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des Auténomas, reguladoras de los distintos sectores de accién pu-
blica, segun la distribucién constitucional de competencias, deberan
asegurar a los Entes Locales su derecho a intervenir en cuantos
asuntos afecten directamente a su circulo de intereses. Esta interven-
cién no ha de traducirse en simples actuaciones accesorias carentes
de toda capacidad de decisién; por el contrario, ha de potenciar al
maximo que los Entes Locales puedan decidir con total libertad y
plena capacidad sobre su intereses territoriales junto a los del Esta-
do y los de las Comunidades Auténomas. En materia de ordenacién
del territorio nada dice la LRBRL de 1985, pero los Entes Locales
también tienen derecho de intervencién en la misma pues, aunque
sean actuaciones de trascendencia supralocal, los intereses locales
también se ven afectados por ellas. Sin embargo, es evidente que la
cuota de intervencién en materias de clara vocacién local, como es la
ordenacién urbanistica, por légica, habrd de ser mas importante que
en materias de interés eminentemente supralocal, como es el caso de
la Ordenacion del Territorio. De esta forma, las Leyes autonémicas
de Ordenacién-.del Territorio estan llamadas a concretar las compe-
tencias locales en la materia que regulan, articulando los mecanis-
mos necesarios para el respeto de la Autonomia Local.

En la legislacién urbanistica y de Ordenacién del Territorio de las
Comunidades Auténomas se estd produciendo una indebida extrali-
mitacién en las posibilidades previstas de intervenciéon autonémica
sobre los intereses de los Entes Locales. No cabe ya, tras la Constitu-
cioén de 1978, una accién de tutela tan amplia como se establece en
estas Leyes autonémicas, que permiten multiples supuestos de susti-
tucién y control de la voluntad de los municipios en materia territo-
rial o urbanistica. Si bien no habra vulneracién de la Autonomia Lo-
cal cuando las facultades de suspensién de acuerdos locales otorga-
das a las Comunidades Auténomas no supongan ningin control
administrativo de legalidad de los actos municipales, tendentes a
examinar la conformidad a Derecho de las licencias a los efectos de
su confirmacién, modificacién o anulacién, sino que, por el contra-
rio, se trate de medidas cautelares de vigencia transitoria que preten-
dan salvaguardar la eficacia de las competencias autonémicas de or-
denacién territorial. :

Por otra parte, parece obvio que la atribucién de efectos directos
a los Planes de Ordenacién del Territorio sobre el planeamiento ur-
banistico debe limitarse a aspectos supramunicipales de ordenacién
territorial. Pero, aun asi, es necesario reforzar las previsiones legales
que establecen técnicas de coordinacién territorial entre las Corpora-
ciones Locales y las demas Administraciones implicadas en la con-
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formacién del territorio. Sin duda que la elaboracién de los Planes
Autonémicos de Ordenaci6n del Territorio puede ser una buena op-
cién para objetivar los intereses supralocales sobre el territorio, con
lo que se objetivara también el ejercicio de las facultades de inter-
vencién de las Comunidades Auténomas sobre el planeamiento ur-
banistico municipal.

VE. Lalegislacién autondmica sobre Ordenacién del Territorio:
algunos aspectos comunes

El concepto constitucional de Ordenacién del Territorio, que cali-
ficAbamos de muy estricto, ha quedado superado por la legislacién
autondémica en la materia, que muestra, en general, una gran ambi-
cién en los objetivos asignados a los instrumentos de ordenacién te-
rritorial, hasta tal punto que se puede afirmar la existencia de una
concepcién utépica de la competencia autonémica de Ordenacién
del Territorio. Ademas de éste, hay otros aspectos comunes a las di-
versas Leyes autonémicas de Ordenacién del Territorio que hemos
de destacar: a) consideran el plan como el instrumento técnico-juri-
dico fundamental para alcanzar sus ambiciosos objetivos; b) estable-
cen sistemas de planificacién territorial integrados por instrumentos
de ordenacién de muy variada tipologia; ¢) las relaciones previstas
entre tales instrumentos suelen ser de jerarquia, aunque no es asi en
algunos casos y, en lineas generales, los instrumentos de planifica-
cién territorial sectoriales se supeditan a los integrales; d) la Ordena-
cién del Territorio se ofrece, en la mayor parte de los casos, como
una funcién de ordenacién superior del ejercicio de diversos titulos
competenciales; e) una preocupacién general es la coordinacién de
todas las politicas de incidencia territorial; f} muestran una clara in-
suficiencia en cuanto a la instrumentacién de las relaciones en la
materia entre las Comunidades Auténomas y el Estado, que no han
sabido encauzar convenientemente; g) se vislumbra cierto temor a
invadir las competencias estatales de incidencia territorial; /) es pre-
ocupante la ausencia generalizada de auténticos sistemas de gestién
y ejecucién de la politica autonémica territorial; i) se dejan de lado
los aspectos econémicos determinantes en la ordenacién del espacio;
y j) finalmente, destaca en ellas una gran preocupacién por la pro-
teccién del medio ambiente desde las técnicas de intervencién sobre
el territorio.
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V1. L0SPLANES AUTONOMICOS DE ORDENACION DEL TERRITORIO
Y OTROS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACION DE INCIDENCIA TERRITORIAL:
SUS INTERACCIONES

VI.A. Ladiscrecionalidad de la potestad de planificacién territorial:
su dificil control

La potestad autonémica de planeamiento de Ordenacién del Te-
rritorio, al igual que la de planeamiento urbanistico, es de las mas
representativas potestades administrativas discrecionales, debido a
la gran cantidad de intereses ptiblicos y privados que, necesariamen-
te, hay que tener en cuenta e ir compaginando en su ejercicio, lo cual
determina una gran dificultad para su control. En ese sentido, uno
de los aspectos mas importantes para dicho control es la imprescin-
dible motivacién de las decisiones que se adopten. Igualmente, en el
recto cumplimiento de la reserva de ley del derecho de propiedad
por la legislacién autonémica de Ordenacién del Territorio esta una
de las bases para la reduccién y el control de la discrecionalidad del
planeamiento territorial. Aunque tal reduccién no puede sobrepasar
ciertos limites, pues es consustancial a dicha funcién planificadora,
e imprescindible para que ésta pueda cumplir su finalidad ordenado-
ra. En ese sentido, no podemos ni debemos terminar agotadoramen-
te con la oportunidad del Ente planificador, pues resulta ser como el
contenido esencial de la discrecionalidad administrativa, y como tal
hay que respetarlo. Lo que no es ébice para que haya que aumentar
al maximo la juridicidad en el sistema de fuentes que rigen esta acti-
vidad de la Administracién (mayor densidad normativa), para que
asi el planificador cumpla no sélo con la legalidad como marco habi-
litante, sino que también, al concretar su actividad, cuente con unos
condicionamientos que aseguren la conformidad a Derecho de su de-
cision.

VI.B. Las Estructuras Normativas de los Planes autonémicos
de Ordenacion del Territorio y su insercion en el Ordenamiento
Juridico

VI.B.1. La diversidad de sistemas de planeamiento de Ordenacién
del Territorio: sistemas piramidales y sisternas articulares.

Hay tantos Sistemas de Planeamiento de Ordenacién del Territo-
rio como Leyes autonémicas dictadas en la materia. Efectivamente,
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son muy pocos los Sistemas entre los que se puede apreciar una ver-
dadera identidad sustancial, pues las variables con las que se ha ope-
rado a la hora de disefiarlos han sido tantas que no es facil que todas
apunten en la misma direccién. A pesar de ello, haciendo un consi-
derable esfuerzo sistematizador, podemos clasificarlos, en funcién
de las relaciones entre los distintos instrumentos que los conforman,
en torno a dos grandes modelos, en gran parte contrapuestos entre
si. En la prictica no podremos encontrar a ninguno de ellos en esta-
do puro. Tales modelos son: el Sistema Piramidal, en el que tnica-
mente se trasplanta el sistema que hasta ahora se ha empleado en la
legislacién urbanistica al nivel regional, con lo que los instrumentos
de Ordenacién del Territorio se encontrarian perfectamente escalo-
nados y gobernados por relaciones jerarquicas, desarrollandose en
cascada. El otro modelo seria el Sistema Articular, en el cual no hay
un orden escalonado de los distintos instrumentos de planeamiento,
pues entre ellos hay cierto grado de independencia y se aprueban in-
distintamente, sin que haya, por tanto, un desarrollo en cascada o
sucesivo del sistema. La articulacién esta concebida en un sentido
mas dindmico, provocada por flujos de comunicacién de abajo-arri-
ba y también de arriba-abajo, en un continuo proceso de reajuste.
Los diversos Sistemas de Planeamiento establecidos en las distintas
Leyes autondémicas de Ordenacién del Territorio se acercan maés a
uno u otro modelo, aunque en general tienden mayoritariamente al
Sistema Piramidal. Los distintos Sistemas se mueven en una escala
de grises que va desde el Sistema de la Comunidad de Cataluna (el
mas cercano al Sistema Piramidal) hasta el de la Comunidad de Ma-
drid (el mas cercano al modelo articular, aunque todavia lejos de él).

VI.B.2. Tipologia de instrumentos de Ordenacién del Territorio
regulados en la legislacién autondmica.

Los distintos instrumentos que conforman los Sistemas autoné-
micos de Planeamiento de Ordenacién del Territorio son dificilmente
clasificables en grupos verdaderamente homogéneos, pero, a pesar
de ello, podemos intentar agruparlos en: a) Instrumentos Regionales
de Ordenacién: pretenden constituir el marco orientador de todas las
acciones que emprendan las distintas Administraciones sobre el te-
rritorio de una Comunidad Auténoma; son instrumentos originarios
v de naturaleza mixta, es decir, vinculan en una pequena parte direc-
tamente, v en su mayoria con caracter indicativo u orientativo.
b) Planes Subregionales o Parciales de Ordenacion del Territorio: de or-
denacién integral, son de caracter derivado o secundario salvo en al-
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gunos supuestos; no son necesarios; van dirigidos a la ordenacién de
areas geograficas supralocales de caracteristicas homogéneas o a
aquellas que por su especial problematica territorial y sus relaciones
funcionales precisan de una planificacion infraestructural, de equi-
pamiento y recursos de ambito comarcal, y su contenido incluye mas
normas de aplicacién directa. c) Instrumentos de Ordenacion del Te-
rritorio de Cardcter Sectorial: son planes especiales de ordenacién, no
necesarios, directamente vinculantes en la mayoria de los casos,
pues no suelen necesitar de desarrollo mediante otros instrumentos.
La diferencia en su concepcién funcional en las distintas Leyes de
Ordenacién del Territorio es importante, pero puede diferenciarse
entre, por un lado, los que presentan un evidente caracter ordenador
del territorio y que han sido creados ex novo para ello y, por otro,
aquellos que tan sélo son una categoria juridica creada para agrupar
en ella los distintos planes sectoriales que vienen elaborando las Co-
munidades Auténomas con incidencia sobre el territorio, con la ani-
ca intencién de someterlos a un mecanismo intraautonémico de
coordinacién territorial. d) Instrumentos de Programacién Coordina-
da: sélo se regulan en algunas Comunidades; no tienen funciones de
ordenacién territorial; se trata de instrumentos de programacién
temporal coordinada de las multiples actividades con incidencia en
la Ordenacién del Territorio que realicen, en unos casos, inicamente
los distintos 6rganos de la Comunidad Auténoma (coordinacién in-
traautonémica) vy, en otros, cualquier Administracién Publica (coor-
dinacién interadministrativa). Son de alcance plurianual, y deben es-
tar interrelacionados con los planes econémicos de la Comunidad.
e) Otros Instrumentos de Desarrollo y los Proyectos de Ejecucién: muy
pocos Sistemas incorporan instrumentos de ejecucién de las deter-
minaciones contenidas en los demas instrumentos de ordenacién vy,
en realidad, algunos de ellos no se limitan a esa labor ejecutiva, sino
que también tienen facultades ordenadoras o reguladoras, consis-
tiendo en auténticos planes de desarrollo.

VLB.3. Los procedimientos de elaboracién y aprobacién
de los instrumentos autondmicos de Ordenacion del Territorio.

El procedimiento de elaboracién y aprobacién de los instrumen-
tos autonémicos de Ordenacion del Territorio es clave. Se requeriria
un procedimiento que permitiera la coordinacién de todas las com-
petencias administrativas sobre el territorio, que posibilitara hacer
valer en la fase de elaboracién del planeamiento todos los intereses
publicos y privados implicados, tanto prevalentes como no prevalen-
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tes; pero las Leyes autonémicas de Ordenacién del Territorio no han
hecho gala, precisamente, de la gran imaginacién e innovacién que
en este punto resultaban imprescindibles. Tal y como estidn disena-
dos los procedimientos de elaboracién y aprobaciéon de los instru-
mentos de ordenacién territorial en las normas autonémicas vigen-
tes en la materia, no se van a resolver los problemas de desarticula-
cién de las competencias sobre el territorio, pues se ha dejado la
cuestion, fundamentalmente, a la buena voluntad de las distintas Ad-
ministraciones y a los vetustos mecanismos que ya se venian aplican-
do, como es el caso del articulo 244.2 del TRLS de 1992, y de los que
se han regulado en las distintas Leyes sectoriales del Estado de inci-
dencia territorial.

La aprobacién de los Planes autonémicos de Ordenacién del Te-
rritorio de caracter regional se realizara por alguno de estos cuatro
medios: a) Por Decreto. b) Por Decreto con intervencién del Parla-
mento autonémico, siendo asi que nunca el pronunciamiento de la
Asamblea Regional es del todo inocuo, pues a veces tiene tinicamen-
te fuerza politica y otras veces adquiere efectos afiadidos por la Le-
gislacién autonémica al convertirse en requisito para la validez del
Plan, pero siempre, sea como fuera la intervencién parlamentaria, el
Plan seguira teniendo naturaleza reglamentaria. ¢) Por Ley autoné-
mica (Ley-Plan), que puede acarrear importantes problemas, los pro-
pios de las Leyes Medida o Leyes-Decreto, es decir, leyes de conteni-
do materialmente administrativo. Al respecto, nos parece que no
debe desderiarse la posibilidad de distinguir las Leyes-Plan por la
funcién que realizan, a los efectos de mantener incluso su dependen-
cia de la ley ordinaria que prevé su existencia. Mientras tanto debe-
ria prevalecer el caracter administrativo en la norma de aprobacién
vy utilizar la fé6rmula de aprobacién por Decreto pues, en cierto
modo, lo contrario puede suponer la invasién por las Asambleas le-
gislativas de las funciones del ejecutivo. d) Como tltimo medio de
aprobacién ha de tenerse en cuenta el que la Ley 9/1995 de la Comu-
nidad de Madrid, de manera pionera, ha regulado para la aproba-
cién de su Plan Regional de Estrategia Territorial. Se trata de una
férmula de aprobaciéon mixta sucesiva. El Plan se aprueba en dos
normas, una Ley mas un Decreto, recogiéndose en la Ley aquellas
determinaciones que son basicas o esenciales, de ordenacién sustan-
tiva v de aplicacién directa, y el resto en el Decreto. Se trata de un
medio novedoso, que puede en parte solucionar los problemas apun-
tados para otras formas de aprobacién, como es el caso de la Ley-
Plan.
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VI.B.4. La gradacién de la vinculatoriedad de las determinaciones
contenidas en los Planes de Ordenacion del Territorio.

Los Planes autonémicos de Ordenacién del Territorio se encuen-
tran, en cuanto a sus efectos vinculantes, entre los planes indicativos
y los planes imperativos; por ello podemos considerarlos Planes Di-
rectivos de Imperatividad Gradual, ya que originan efectos vinculan-
tes sobre sus destinatarios pero pueden ser de eficacia mediata o in-
mediata, admitiéndose en ellos una gradacién de su vinculatoriedad,
es decir, se les puede otorgar un alcance diverso al modo de obligar
de cada una de sus determinaciones. Es muy importante que tal al-
cance se concrete en el Plan de forma clara e inequivoca para cada
caso. Es admisible que tales Planes vinculen bien directamente, bien
de forma indicativa, o incluso de forma orientativa o recomendativa.
Lo cual supone que, en algunos casos, vincularan en base a la conse-
cucién de una finalidad, o de un criterio que delimitan o marcando
un objetivo concreto, pero sin predeterminar la forma de alcanzar-
los. Otras veces vincularan por via negativa, es decir, mediante el es-
tablecimiento de limites para la realizacién de determinadas actua-
ciones; o por via indirecta, exigiendo de la Administracién actuante
una especifica motivacién de su actividad de incidencia territorial
para poder apartarse de las recomendaciones u orientaciones que se
le realizan. El que los Planes de Ordenacién del Territorio, en parte,
vinculen de forma orientadora o directiva no implica que no estemos
ante auténticas normas juridicas.

El propésito que realmente late detras de estas previsiones es me-
jorar las posibilidades de las Comunidades Auténomas de ordenar el
territorio respetando las competencias de las Corporaciones Locales
y de la Administracién del Estado.

VI.B.5. La compatibilizacion de la politica territorial autondmica
con los planes y actuaciones singulares de incidencia
territorial del Estado y de los Entes Locales
en las Leyes autondmicas de Ordenacion del Territorio.

a) Los mecanismos de coordinacién entre el Estado y las Comu-
nidades Auténomas regulados en la legislacién autonémica de Ordena-
cién del Territorio se muestran insuficientes e ineficaces, en casi to-
dos los casos. Todo se deja a la voluntad de las Administraciones im-
plicadas y a la presuncién de razonabilidad de la actuacién
administrativa. A veces se confunde el obligado respeto por la Admi-
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nistracién del Estado de los instrumentos autonémicos de ordena-
cién territorial aprobados en el ejercicio legitimo de las competen-
cias que las Comunidades Auténomas tienen asumidas con el em-
pleo de técnicas de coordinacién. Como mecanismos de coordina-
cién (en sentido amplio), en los procedimientos de elaboracién de
los Planes autonémicos de Ordenacidn del Territorio, las leyes auto-
némicas, por lo general, tan sélo contemplan algunos tramites de
mera participacién del Estado y de las Corporaciones Locales. Es
imprescindible fomentar férmulas conjuntas o mixtas de elaboracién
del Planeamiento de Ordenacion del Territorio, que no dependan nece-
sariamente del acuerdo negociado interadministrativo, como suele
preverse en la mayoria de las normas autonémicas de la materia. En
definitiva, a través de todas las técnicas de coordinacién interadmi-
nistrativa se ha de potenciar el papel del Plan Territorial Integral
como Plan vinculante coordinador de todas las competencias de in-
cidencia territorial. Aunque, evidentemente, para ello habra que dar
la suficiente capacidad de decisién y de actuacién al Estado y a los
Entes Locales en los procedimientos de elaboracién de los distintos
instrumentos de ordenacién territorial, permitiéndoles que hagan
valer en ellos sus competencias, dotadndoles del poder de decisién
que les corresponde en determinados ambitos sectoriales de actua-
cién de incidencia territorial. De lo contrario, si se permite que el Es-
tado excepcione los Planes autonémicos de Ordenacién del Territo-
rio cuando lo estime oportuno para el ejercicio de sus competencias,
resultard imposible la armonizacién territorial, y la inseguridad juri-
dica sera la nota general.

b) Las relaciones de coordinacion entre las Comunidades Auténo-
mas y los Entes Locales, en las Leyes autonémicas de Ordenacion del
Territorio, se basan en la superposicién de los instrumentos autoné-
micos de ordenacién territorial sobre el planeamiento urbanistico lo-
cal. Y ello, por regla general, independientemente de que se trate de
planes autonémicos territoriales integrales, parciales o sectoriales.
Existe, por tanto, una obligacién general de adaptacion del planea-
miento urbanistico, en un plazo determinado, a los instrumentos au-
tonémicos de Ordenacién del Territorio. Mientras tanto, por lo gene-
ral, inicamente las determinaciones de aplicacién directa se super-
pondran a los planes urbanisticos. El esquema de relaciones se
completa, en bastantes casos, con la posibilidad de subrogacién de la
Comunidad Auténoma en el lugar de los Entes Locales, en caso de
incumplimjento. También se contempla la posibilidad de suspensién
de los acuerdos locales en materia de urbanismo, mientras se trami-
tan los lentos procedimientos de elaboracién de los instrumentos de
Ordenacién del Territorio o durante el plazo sefialado de adaptacién
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de los planes urbanisticos. Esta posibilidad, en algunos casos, supo-
ne una extralimitacién al no adecuarse a las exigencias constitucio-
nales de la Autonomia Local. El empleo de este tipo de técnicas, apa-
rentemente coordinadoras de los Entes Locales con los Autonémi-
cos, no les asegura a los primeros el debido respeto de sus facultades
de decisién sobre sus intereses territoriales. En ese sentido, deben
generalizarse los pronunciamientos que limiten las posibilidades de
los Planes de Ordenacién del Territorio de la regulacién directa de
los usos de los suelos para el caso de suelos no urbanizables o, a lo
sumo, en casos excepcionales, para los urbanizables. Dejando a los
Entes Locales el protagonismo en los suelos urbanos, y tan sélo ad-
mitir que los Planes de Ordenacién del Territorio incidan sobre ellos
mediante determinaciones de caracter orientativo o directivo.

VI.C. Otros instrumentos de planificacién de incidencia territorial
y su interaccion con los Planes autondmicos de Ordenacién
del Territorio

VI.C.1. Las interacciones entre la planificacién ambiental
y la de Ordenacion del Territorio.

La legislacién estatal basica en materia de medio ambiente, la
Ley 4/1989, de Conservacién de los Espacios Naturales Protegidos,
recientemente modificada por las Leyes 40 y 41 de 1997, ambas de 5
de noviembre, atribuy6 a los Planes de Ordenacién de los Recursos
Naturales (PORN) efectos prevalentes sobre el planeamiento territo-
rial, considerandolos limites infranqueables para el resto de los ins-
trumentos de ordenacién territorial o fisica, cuyas determinaciones
no podran alterarlos o modificarlos. Probablemente, no era la mejor
solucién para asegurar el respeto de los valores medioambientales,
pues la imposicién de unos instrumentos de ordenacién sobre otros
en materias diversas, como regla general, siempre acarrea problemas
competenciales. Ademas, no es una prevalencia que encuentre un
respaldo constitucional evidente. De cualquier forma, asi esta esta-
blecido en el Derecho positivo vigente y ha sido declarada su consti-
tucionalidad por la STC 102/1995. Pues bien, las Leves autonémicas
de Ordenacion del Territorio no han sido respetuocsas con tales efec-
tos pues, por regla general, infringen la prevalencia de los PORN so-
bre los instrumentos de ordenacién territorial. En algunos casos, las
normas autonémicas no hacen referencia alguna a los PORN, no re-
conociéndoles sus efectos prevalentes. En otros supuestos incluso se
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les obliga expresamente a adaptarse a los Planes autonémicos de Or-
denacién del Territorio. Por dltimo, hay casos en los que se han pre-
visto instrumentos especificos de ordenacién del territorio de caréc-
ter medioambiental en los Sistemas Autonémicos de Planeamiento,
que se someten, sin limitacién alguna, a las directrices de los Planes
Territoriales Regionales y Parciales de Ordenacién del Territorio, y
ello a pesar de que de su contenido se deduce claramente su caracter
de instrumentos de planificacién ambiental, debiendo someterse a la
legislacién basica estatal en la materia.

VI.C.2. La planificacién de las carreteras y de la red ferroviaria,
la planificacién hidroldgica, la planificacion
de los espacios portuarios y la planificacién
de la proteccion del patrimonio histérico-artistico.

Son también instrumentos de planificacién de indudable trascen-
dencia territorial previstos en la legislacién sectorial. En general, en
todas las leves sectoriales correspondientes a estos instrumentos de
planificacién se observa una falta casi absoluta de referencia a los
nuevos Planes de Ordenacién del Territorio; tan sélo se refieren a los
planes urbanisticos, cuando en realidad la relacién de la planifica-
cién sectorial con los primeros debe ser completamente distinta de
la que tienen con los segundos. En ese sentido, es evidente que la
competencia urbanistica claudicara mucho antes frente a los intere-
ses territoriales sectoriales del Estado que la competencia autonémi-
ca de ordenacién del territorio, pues ésta es mucho mas global y su-
pone mucho més que la simple ordenacién del fenémeno urbano,
pues pretende la ordenacién integral del territorio, en aras a la con-
secucién de un determinado modelo territorial.

En las leyes estatales sectoriales de incidencia territorial hay un
importante déficit de mecanismos de coordinacion o armonizacién de
los instrumentos de planeamiento sectorial que regulan con los Planes
autonémicos de Ordenacién del Territorio. No sélo por ello se trata de
normas ancladas en el pasado, pues también lo son en cuanto a las
previsiones que contienen sobre las relaciones interadministrativas.
Todas demandan la necesidad de coordinacién y colaboracién entre
las distintas Administraciones, pero luego faltan los concretos instru-
mentos para llevarla a efecto. Ciertamente, se limitan a imponer las
decisiones sectoriales de los instrumentos que regulan sobre los ins-
trumentos autonémicos integrales de ordenacién territorial. Y esta-
blecen mecanismos de decisién unilateral por parte del Estado, para
la resolucién de los conflictos entre competencias concurrentes so-

129



ANTONIO ALFONSO PEREZ ANDRES

bre un mismo espacio fisico, con diferentes objetos juridicos. Lo
cual choca abiertamente con la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional al respecto, y con el deber general de colaboracién interadmi-
nistrativa y con los principios de coordinacién y cooperacién. En de-
finitiva, tales leyes sectoriales del Estado alteran el caracter integral
y global de los Planes de Ordenacién del Territorio mediante sus ins-
trumentos de planificacién sectorial, cuando en realidad el Estado
debiera entenderse vinculado a nivel territorial por tales instrumen-
tos autonémicos de Ordenacién Territorial, siempre que se trate de
la toma de decisiones atribuijbles a la amplia competencia autonémi-
ca de conformacién global de la estructura territorial, como pueden
ser, por ejemplo, las relativas a la localizacién de las grandes infraes-
tructuras de interés general. Tan sélo se encuentran condicionados
tales instrumentos autonémicos de Ordenacién por las competencias
sectoriales del Estado en cuanto a que no podran perturbarlas, con
sus determinaciones territoriales, hasta tal punto que dificulten o ha-
gan imposible el ejercicio de las mismas. Es necesario, pues, escindir
perfectamente la actividad del Estado del territorio en que ésta tiene
lugar, lo cual no impide, evidentemente, que aquélla pueda condicio-
nar de manera significativa la ordenacién autonémica que se pueda
hacer del mismo.

VI.D. Propuestas para superar el déficit de instrumentos
de convergencia de las competencias administrativas,
especialmente en materia de Ordenacion del Territorio

Para superar el déficit de mecanismos de convergencia de las
competencias administrativas en materia de ordenacién del territo-
rio es insuficiente la regulacién del Titulo I de la Ley 30/1992, pues
no ha previsto un procedimiento modelo de coordinacién o de plani-
ficacion mixta, sino tan sdlo ha recogido una serie de instrumentos
independientes, aisladamente considerados, cuya utilizacién poste-
rior se deja a la voluntad de las partes. Frente a ello, hay que estable-
cer un modelo sustantivo de relacién cooperativa que obligue a las
Administraciones implicadas en la concurrencia competencial sobre
el territorio, pues sin é] nunca se alcanzara la madurez en el funcio-
namiento del Estado de las Autonomias. No se puede permitir que
cada Ley estatal sectorial y cada norma autonémica establezcan una
regulacién diferente de las relaciones con las demas Administracio-
nes. Por ello, reiteramos que es imprescindible regular un marco dis-
positivo general para la coordinacién o articulacién de las competen-
cias administrativas de incidencia sobre el territorio, en el que se
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prevean férmulas mixtas o conjuntas de elaboracién y aprobacién de
los Planes de Ordenacién del Territorio, lo que seria un procedimien-
to de actuacién conjunta en materia de Ordenacién del Territorio,
que podria terminar con una aprobacién unitaria o codecisién o, de
forma mas simple, mediante una aprobacién en fases sucesivas que
podria consistir en una aprobacién separada segiin competencias o
en una aprobacién aditiva, por tramos, que podrian dar como resul-
tado auténticos Planes Integrales Interadministrativos de Ordena-
cién del Territorio. Las Administraciones Publicas no pueden limi-
tarse a elaborar una serie de planes yuxtapuestos, como de hecho
esta ocurriendo, pues estan en la obligacién de proporcionar al Esta-
do un Sistema de Planes integrado, arménico y coordinado, que sea
reflejo de una tinica funcién publica como es la de Ordenacién del
Territorio.

Para todo ello es igualmente necesario que la Teoria de la Organi-
zacién avance en dar solucién a las complejas relaciones interadmi-
nistrativas que nuestro Modelo de Estado Compuesto trae consigo y
que aun no se han articulado de manera idénea.
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